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PROYECTO DE LEY NUMERO 225 DE 2007 SENADO
por la cual la Nación rinde homenaje al municipio de Cabrera,  

departamento de Santander, se asocia a la celebración de los 200 
años de su fundación y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Doscientos años del municipio de Cabrera, departamen-
to de Santander, noviembre 8 de 1808 – Noviembre 8 de 2008. La Nación 
se asocia a la celebración de los doscientos (200) años de fundación del 
municipio de Cabrera, en el departamento de Santander, a cumplirse el 
día 8 de noviembre de 2008, y rinde homenaje y reconocimiento a sus 
fundadores, Luis José Delgado, Rafael y Enrique Núñez, Juan Ramón y 
Bonifacio Afanador, Rafael Tadeo Navarro y Rojas, entre otros.

Artículo 2º. Financiación de las inversiones. A partir de la sanción de 
la presente ley y de conformidad con los artículos 288, 334, 341 y 345 de 
la Constitución Política y de las competencias establecidas en la Ley 715 
de 2001, autorízase al Gobierno Nacional para incorporar en el Presu-
puesto General de la Nación, y/o impulsar a través del Sistema Nacional 
de Cofinanciación, las apropiaciones específicas destinadas al desarrollo 
de obras sociales de utilidad común y de interés general en el municipio 
de Cabrera, departamento de Santander, relacionadas a continuación:

1. Pavimentación de la vía San Gil-Cabrera-Barichara.
2. Terminación de la construcción de la Sede del Colegio Integrado 

de Cabrera.
Artículo 3º. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su 

promulgación.
Oscar J. Reyes Cárdenas,
Senador de la República.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Cabrera, municipio de la Provincia de Guanentá, se encuentra loca-

lizado al nororiente del departamento de Santander; limita con los si-
guientes municipios: al este con Barichara y San Gil; al oeste con Galán 
y Palmar; al norte con Barichara y al sur con Pinchote y Socorro.

Posee una extensión de 78 km cuadrados; temperatura promedio de 
22º C; ubicado a 980 metros de altura sobre el nivel del mar, con un nú-
mero de habitantes, según el censo de 2005, de 1874; dista de San Gil, 
capital de la Provincia de Guanentá, a 22 km y de Bucaramanga, capital 
del departamento de Santander, a 127 km.

El nombre de Cabrera se debe a la españolización del nombre Guane 
de Los Calvera, grupo precolombino de la familia de los chibchas, que 
logró un importante desarrollo económico, cultivaban maíz, ahuyama, 
algodón y trabajaban en mantas de excelente calidad.

Se considera que en el área hubo varios asentamientos dado que Ma-
caregua y Barichara fueron el centro del Imperio Guane.

Martín Galeano llegó a estas tierras en su primera incursión a prin-
cipios de 1540, rodeando toda la zona baja de Cabrera, Barichara y 
Guane. En esta visita de Galeano estableció la primera encomienda en 
la región de Los Calvera, al mando de don Pedro de Mantilla de los 
Ríos, quien aparece como encomendero de Bócore. También estableció 
la Encomienda de Don Bartolomé Hernández, quien fuese juzgado años 
después por abusos contra los indios.

A principios de 1800 el lugar estaba densamente poblado, lo que 
permitió a sus vecinos de Cabrera, solicitar ser erigidos en una nueva 
Parroquia, separándose de la Parroquia de Barichara, a la cual pertene-
cía hasta entonces.

En el sitio de la Cabrera, el 30 de julio de 1807, los señores Luis 
José Delgado, Rafael y Enrique Núñez, Don Juan Ramón y Bonifacio 
Afanador y otros, le dieron poder a Don Rafael Tadeo Navarro y Rojas, 
uno de sus vecinos, para que iniciara las diligencias conducentes al le-
vantamiento de una parroquia en el mencionado sitio.

El Promotor Fiscal del Arzobispo dio su parecer favorable a esta 
petición el 9 de marzo del año 1808, de tal suerte que el doctor José 
Domingo Duquesne, Provisor General, expidió al día siguiente el des-
pacho que comisionaba a un presbítero para realizar una visita al feli-
gresado de La Cabrera, con el fin de supervisar el cumplimiento de lo 
ofrecido por los mismos.

El 5 de julio de 1808, don Rafael Tadeo Navarro se presentó en San 
Gil a afianzar el cumplimiento de las capitulaciones propuestas por sus 
poderdantes: el pago de la congrua, edificación de la casa cural, iglesia 
y cárcel, así como el sostenimiento de las tres cofradías.

Una vez entregada la carta de obligación anterior, en la Curia Arqui-
diocesana, el promotor fiscal opinó que ya no existía obstáculo alguno 
para el levantamiento de la Parroquia. Así, el doctor Duquesne, dio el 23 
de agosto de 1808, su auto de levantamiento de la Parroquia de Nues-
tra Señora de La Concepción de La Cabrera. La confirmación de este 
auto la dio el 8 de noviembre de 1808, el Virrey Amar y Borbón (Libro 
Pueblos de Santander, 1996). Es de anotar que el prócer Camilo Torres 
intercedió en Santafé de Bogotá para agilizar el trámite respectivo.
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Cabrera fue visitada por el Libertador Simón Bolívar, según lo ad-
vierten los relatos orales hacia los años 1818 y 1820.

El municipio de Cabrera está conformado por el perímetro urbano y 
doce veredas.

Las principales actividades económicas son la agricultura con cul-
tivos de maíz, millo, tábano, plátano, fríjol, frutales y la ganadería con 
especies bovinas, caprinas, equinas, ovinas y porcinas.

No obstante que el municipio de Cabrera ha alcanzado a partir de 1988, 
gracias a la elección popular de alcaldes, un relativo grado de desarrollo, 
necesita continuar con la inversión social, así como lo viene haciendo el 
Estado colombiano; sin embargo se requieren esfuerzos adicionales que 
permitan que los recursos invertidos efectivamente se traduzcan en bene-
ficios, con la cobertura esperada y deseable, lográndose cumplir con los 
fines iniciales trazados en las acciones de Gobierno.

Las vías y la educación son fundamentales para el desarrollo de cual-
quier municipio. Cabrera, debido a que no ha logrado efectuar la obra 
más importante que le permitirá alcanzar un verdadero grado de desa-
rrollo como es la pavimentación de su vía principal de acceso desde el 
municipio de San Gil y la vía que lo une con el municipio de Barichara, 
no ha podido explotar su gran potencial agropecuario y turístico, des-
conocido por la mayoría de los colombianos debido a no contar con 
esta importante vía pavimentada pese a que casi la totalidad de los mu-
nicipios de la Provincia de Guanentá, cuenta con su carretera principal 
de acceso pavimentada y no obstante estar localizados a solo 22 km de 
San Gil. En cuanto a la educación, pueblo que no se educa no progresa; 
desde 1994 con un gran esfuerzo del municipio se fundó el Colegio 
Integrado de Cabrera, el cual es la única y más importante Institución, 
por cuanto en ella se forja el presente y futuro de Cabrera; actualmente 
cuenta con 300 alumnos de la totalidad de sus veredas y del perímetro 
urbano que reciben formación desde grado cero a undécimo en su sede 
principal y siete sedes rurales, pero requiere la terminación de su cons-
trucción para seguir mejorando la calidad de la educación y el bienestar 
de la comunidad educativa.

Por lo anterior, más que un acto formal, el proyecto de ley se orienta 
a reconocer la vida institucional de esta entidad territorial, a reconocer 
su condición de Pueblo Guane, reforzando su importancia, facilitando 
que se pueda materializar la acción del Estado a nivel local, extendien-
do los valores de la nacionalidad y permitiendo conocer la contribución 
de la gestión gubernamental.

El municipio de Cabrera, el nororiente amable de Santander, requiere 
especial atención del Gobierno Nacional por sus condiciones humanas, 
geográficas y su importante contribución al desarrollo de la región.

Este proyecto de ley es el fiel reflejo de la intención de más de cinco 
mil (5.000) cabreranos residentes en Cabrera y en diferentes lugares del 

país, que esperan que la Nación sea solidaria y concurra en la celebra-
ción de sus 200 años de fundación.

Oscar J. Reyes Cárdenas,
Senador de la República.

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 24 del mes de abril del año 2007 se radicó en este Despacho 
el Proyecto de ley número 225, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por el honorable Senador Oscar J. Reyes 
Cárdenas.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 24 de abril de 2007
Señora Presidenta:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 225 

de 2007 Senado, por la cual la Nación rinde homenaje al municipio de 
Cabrera, departamento de Santander, se asocia a la celebración de los 
200 años de su fundación y se dictan otras disposiciones, me permito 
pasar a su Despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue 
presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley es competencia de la Comisión 
Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las disposi-
ciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO  
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por re-

partido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda Cons-
titucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el fin 
de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República (E.),

Camilo Sánchez Ortega.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Saúl Cruz Bonilla.

P O N E N C I A S
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO  

DE ACTO LEGISLATIVO NUMERO 22 DE 2007 SENADO
por el cual se reforma el artículo 49 de la Constitución Política.
Bogotá, D. C., 24 de abril de 2007.
Doctor 
EDUARDO ENRIQUEZ MAYA
Presidente
Comisión Primera Constitucional Permanente
Honorable Senado de la República
La Ciudad
Respetado señor Presidente:
En cumplimiento a la Ley 5ª de 1992, y por encargo que me hiciera la 

Mesa Directiva de esta Comisión, paso a rendir ponencia para primer debate 
al Proyecto de Acto Legislativo número 22 de 2007 Senado, por el cual se re-
forma el artículo 49 de la Constitución Política, en los siguientes términos:

I. Antecedentes
En uso de la iniciativa gubernamental de reforma constitucional se-

ñalada en el artículo 375 de la Constitución Política, el señor Ministro 

del Interior y de Justicia, doctor Carlos Holguín Sardi, radicó el Proyec-
to de Acto Legislativo número 22 de 2007 Senado.  

La Presidencia de la Comisión designó como ponente al Senador 
Armando Benedetti Villaneda.

II. Objeto del proyecto
El proyecto tiene como objeto modificar el artículo 49 al habilitar al 

legislador de establecer pena no privativa de la libertad al hecho de portar 
y consumir en lugares públicos sustancias estupefacientes o psicotrópicas 
para uso personal. Así como establecer en cabeza del Estado el deber de 
desarrollar en forma permanente campañas de prevención contra el con-
sumo de drogas y en favor de la recuperación de los adictos”.

III. Consideraciones
Estado Social de Derecho y dignidad humana

El Estado colombiano se definió a sí mismo como Estado Social de 
Derecho, fundado sobre el respeto a la dignidad humana. Esta deter-
minación del pacto constitucional consistente en que se definiera que 
la dignidad humana se convertía en la estructura básica sobre la que se 
edifica el andamiaje normativo del Estado, tiene importancia máxima 
en la creación y aplicación del Derecho.
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Ello significa que en todos los estadios de creación jurídica inferio-
res al poder constituyente primigenio, habrá de tenerse en cuenta esta 
disposición, así es que al constituyente derivado, al legislador, al fun-
cionario judicial y administrativo en todas sus decisiones le es exigible 
atender al concepto constitucional de dignidad humana.

El papel del concepto de dignidad humana ha sido examinado por la 
Corte Constitucional, Sentencia C-355 de 2006, en los siguientes tér-
minos:

“…Desde estos diversos planos la dignidad humana juega un papel 
conformador del ordenamiento jurídico. En relación con el plano valo-
rativo o axiológico, esta Corporación ha sostenido reiteradamente que 
la dignidad humana es el principio fundante del ordenamiento jurídico 
y constituye el presupuesto esencial de la consagración y efectividad de 
todo el sistema de derechos y garantías de la Constitución. Así mismo 
ha sostenido, que la dignidad humana constituye la base axiológica de 
la Carta, de la cual se derivan derechos fundamentales de las personas 
naturales, fundamento y pilar ético del ordenamiento jurídico. De esta 
múltiple caracterización ha deducido la Corte Constitucional que “la 
dignidad humana caracteriza de manera definitoria al Estado colom-
biano como conjunto de instituciones jurídicas”. 

Frente al concepto de Dignidad Humana, ha expresado el Tribunal 
Constitucional Colombiano:

“…La Carta Política reconoce el derecho inalienable de todo ser hu-
mano a la dignidad, entendida como autonomía o posibilidad de diseñar 
un plan y de determinarse según sus características –“vivir como quie-
ra”–, al punto de constituirse en el pilar esencial en la relación “Esta-
do-Persona privada de la libertad, de acuerdo con el artículo 5° de la 
Constitución Política, los tratados internacionales y la jurisprudencia 
constitucional…”1 (subrayado no original).

El derecho a la autonomía personal, sólo limitado  
por el interés superior de la infancia

La dignidad humana está íntimamente relacionada con el derecho 
fundamental a la autonomía personal, tal referencia se ciñe al entender 
que el hombre es un fin en sí mismo, es decir, no es un medio para 
realizar los ideales de los demás, por muy loables o heroicos que estos 
sean.

La capacidad para autodireccionar la existencia propia, en términos 
kantianos, para ejercer las facultades propias de la mayoría de edad, 
implica un deber de acompañamiento del Estado, si así lo desea el ciu-
dadano, o contrario sensu, la obligación de abstenerse  debe el Estado 
respetar el núcleo esencial decisional de los ciudadanos.

Por tal motivo, se entiende que es una garantía inalienable que las 
personas resuelvan sus asuntos conforme lo inspiren sus propias creen-
cias y convicciones, claro está dentro de los límites que imponen el 
orden jurídico y los derechos de los demás.

El ordenamiento constitucional colocó como límite a la autodeter-
minación personal, el postulado contenido en su artículo 44, a cuyo 
tenor:

“Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los de-
más…”.

Tal preponderancia de los derechos de los niños sobre los demás 
derechos, aplicada en el caso que se examina, ha sido definida por el 
legislador al expedir la Ley 745 de 2002, según la cual se convierte en 
contravención, el porte y consumo de dosis mínima de alucinógenos, en 
las siguientes circunstancias:

• Cuando el consumo se realiza en presencia de menores de edad o 
con riesgo grave para la unidad y el sosiego de la familia.

• Cuando el consumo o porte se realiza en establecimientos educati-
vos o en lugares aledaños a los mismos o en el domicilio de menores.

• Cuando en presencia de menores de edad se realice en lugar públi-
co o abierto al público o en establecimiento comercial de esparcimien-
to, se autoriza a las autoridades de Policía proceder inmediatamente a 
retirar del lugar de los hechos al infractor y a decomisar la sustancia 
alucinógena.

Esta autorización legal se realiza toda vez que conforme al plénum 
constitucional los derechos de los niños prevalecen sobre los demás, y 
estando estos en una verdadera minoría de edad (en gran parte, inclu-

sive, en términos kantianos) es exigible de los ciudadanos limitaciones 
a sus derechos a la autonomía personal, precisamente, para un óptimo 
desarrollo de la autonomía en cierne de los niños.  

El derecho penal como última ratio
El derecho penal como instrumento del poder coactivo y sancio-

nador del Estado, ha sido entendido como la ultima ratio, es decir, 
como el mecanismo protector del Derecho solo imponible en los 
casos en que se lesione gravemente los bienes jurídicos de la mayor 
relevancia.

Efectivamente, el Derecho en sentido general, se puede observar 
como un esquema de protección al pacto social de convivencia humana, 
expresable a través de normas investidas de coactividad superiores a la 
voluntad de quien se sustraiga de su acatamiento.

En efecto, las normas contentivas del Derecho Laboral, Penal, Civil, 
Familia, Agrario, Administrativo buscan regular las relaciones huma-
nas de ese carácter. Teniendo un grado de imperatividad que coacciona 
al asociado a su cumplimiento. Dejando al Derecho Penal, sólo regular 
los asuntos de prístina importancia.

Así es que cuando se incumple un contrato civil, se deja al Derecho 
Civil que a través de las reglas sustantivas y adjetivas que componen el 
mismo, sea posible subsanar el quebrantamiento de las cláusulas con-
tractuales. Contrario sensu, si el incumplimiento radica en que por me-
dio de artificios o engaños se indujo en error a alguien sobre el objeto 
del contrato, la materia deja de ser meramente civil y pasa a esta bajo la 
tutela del Derecho Penal.

Dada la circunstancia que son las normas penales aquellas que li-
mitan en mayor sentido la libertad de los asociados, el ordenamiento 
jurídico prevé que sólo el Legislador ordinario es el encargado de expe-
dir esas normas. Sin embargo, tal facultad no es ilimitada u omnímoda, 
sino que se encuentra circunscrita en el campo de acción  permitido por 
el bloque de constitucionalidad.

Este pensamiento lo podemos observar en la Sentencia C-939 de 
2002, en los siguientes términos:

“6. En suma, al igual que ocurre con el resto de competencias 
estatales, el ejercicio del poder punitivo está sujeto a restricciones 
constitucionales, tanto en lo que respecta a la tipificación como a la 
sanción. No podrán tipificarse conductas que desconozcan los dere-
chos fundamentales, que no resulten idóneas para proteger bienes 
constitucionales o que resulten desproporcionadas o irrazonables. 
Lo mismo puede predicarse de las sanciones. Estas restricciones, 
como se indicó antes, operan frente a toda decisión estatal en mate-
ria punitiva…”.

Según lo anterior, las mayores limitaciones que encuentra el legis-
lador para determinar que una conducta humana constituye delito, son 
las siguientes:

• Que la conducta tipificada desconozca un derecho fundamental.
• Que la medida penal no resulte idónea para proteger bienes cons-

titucionales.
• Que la medida es irrazonable o desproporcionada para el fin bus-

cado.
La autorización constitucional al legislador que se pretende en el 

proyecto, para establecer pena no privativa de la libertad al hecho 
de portar y consumir en lugares públicos sustancias estupefacientes 
o psicotrópicas para uso personal no es conveniente a la luz del tex-
to constitucional como un texto armónico.

Como se dijo anteriormente, el legislador ordinario está limitado 
para tipificar conductas penales que sean irrazonables o desproporcio-
nadas para el fin buscado.

En el texto de  la exposición de motivos es observable el fin que 
busca el mismo, en los siguientes términos:

“Dado que en la mayoría de los casos el consumo y porte de dichas 
sustancias produce graves efectos, particularmente en la salud y con 
efectos muy dañinos cuando su consumo se hace en lugares públicos, 
el Gobierno considera necesario elevar a canon constitucional la facul-
tad del legislador para establecer sanciones no privativas de la libertad 
1	��������������������������     Sentencia T-1259 de 2005.
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a quienes incurran en dicha conducta, cuando ella resulte aconsejable 
para garantizar los derechos individuales y colectivos…” (Texto no ori-
ginal).

Se busca garantizar los derechos individuales y colectivos mediante 
la penalización (sin privación de la libertad) de quienes consuman o 
porten dosis mínima en las circunstancias anotadas, este es el fin que 
inspiraría la norma que expediría a posteriori el legislador ordinario.

Esta norma sería contraria a la dignidad humana como base fun-
damental del Estado Social de Derecho colombiano, así como a los 
derechos fundamentales a la autodeterminación y al libre desarrollo de 
la personalidad.

Solo es aceptable como fin el limitar estas garantías, en aras del im-
perio de los derechos prístinos de los menores, hecho que ya está pena-
lizado (en grado de contravención) en la precitada Ley 745 de 2002. 

Por otra parte, es menester aclarar que el drogadicto no es visto ni 
en el sistema jurídico internacional, ni el nacional, como un delincuente 
stricto sensu. Más bien, y como ha sido expresado por Kofi Annan, ex 
Secretario General de las Naciones Unidas, es una víctima.

Según el artículo 2° de la Constitución establece que las autorida-
des de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares.

Si lo que se quiere es constitucionalizar una política estatal de ejecu-
ción en forma permanente campañas de prevención contra el consumo 
de drogas y en favor de la recuperación de los adictos, cabe decir que 
esta norma ya existe tácitamente en el texto constitucional, pues es esta 
misma norma la que coloca en cabeza de los agentes del Estado la pro-
tección de los bienes fundamentales de las personas, protección que, 
obviamente, también se dirige frente al flagelo de la droga.

En los anteriores términos, solicito se archive el Proyecto de Acto 
Legislativo número 22  de 2007 Senado.

IV. Proposición
Por lo anteriormente expuesto, solicito a los miembros de la Comi-

sión Primera del Senado de la República archivar el Proyecto de Acto 
Legislativo número  22 de 2007 Senado.

De los honorables Congresistas,
Armando Alberto Benedetti Villaneda,

Senador de la República,
Ponente.

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO  

DE LEY NUMERO 295 DE 2006 SENADO
por medio de la cual la Nación se asocia a la celebración de los 210 
años de la fundación del municipio de Barbosa en el departamento  

de Antioquia y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., diciembre 11 de 2006
Doctora
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta
Senado de la República
Ciudad
Respetada doctora Dilian:
En cumplimiento de la honrosa designación hecha por la Mesa Di-

rectiva del honorable Senado de la República, nos permitimos presentar 
informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 
295 de 2006 Senado de la República, por medio de la cual la Nación se 
asocia a la celebración de los 210 años de la fundación del municipio 
de Barbosa en el departamento de Antioquia y se dictan otras disposi-
ciones. En los siguientes términos.

1. Contenido del proyecto de ley
El proyecto de ley consta de cuatro artículos: el primero se asocia la 

Nación a la celebración de los 210 años de la fundación del municipio 
de Barbosa en el departamento de Antioquia. En el segundo artículo au-
toriza al Gobierno Nacional para que incluya en el Presupuesto General 

de la Nación las partidas presupuestales para concurrir a la finalidad 
de las obras de utilidad pública y de interés social en el municipio de 
Barbosa, en el departamento de Antioquia: Mantenimiento y conserva-
ción de la riqueza ambiental, hídrica, agrícola, turística y cultural por 
parte de las autoridades nacionales y departamentales. En el tercero las 
autorizaciones de gastos otorgados al Gobierno Nacional, se incorpo-
rarán en los Presupuestos Generales de la Nación de acuerdo con las 
normas orgánicas en materia presupuestal, en primer lugar, reasignando 
los recursos hoy existentes en cada órgano ejecutor sin que implique 
un aumento del presupuesto y en segundo lugar de acuerdo con las dis-
ponibilidades que se produzcan en cada vigencia fiscal. Por último, el 
artículo 4° establece la vigencia de la ley a partir de su publicación.

2. Justificación del proyecto
El proyecto de ley se justifica por varias razones:
En primer lugar, la celebración de los 210 años de la fundación del 

municipio de Barbosa en el departamento de Antioquia es tributo que 
se le hace especialmente a los primeros pobladores de este municipio el 
cual fue un territorio inicialmente ocupado por pueblos indígenas y pos-
teriormente fue colonizado por los españoles en los siglos XVI y XVII. 
A partir de la época de independencia y hasta nuestros días. 

Según el censo realizado para el Plan de Ordenamiento Territorial es 
de 38.2733 habitantes para el año 1998. El municipio tiene una densi-
dad de 185.81 hab/km2.

La población se encuentra en gran proporción en las veredas ubi-
cadas en las riberas del río Medellín, por cuanto en ellas se ha desa-
rrollado con mayor grado de economía, lo que ha permitido un mayor 
cubrimiento de las prestaciones de servicios.

La economía de Barbosa está basada en la agricultura con productos 
como la piña, las frutas, verduras, productos de pan coger, caña, café, 
cabuya, ganadería, avicultura, piscicultura, entre otros.

Los Aburraes eran una serie de comunidades agrícolas relativamente 
pacíficas que no practicaban la antropofagia, además de poseer grandes 
campos de cultivo, domesticaban, conejos, curies y perros mudos y se 
destacaban por ser excelentes tejedores. Dentro de estas comunidades 
existen Bitagüíes al sur y los Niquías al Norte del Valle.

Como consecuencia de la crisis minera, durante el siglo XVI, poco 
a poco, a lo largo del siglo fueron apareciendo en el Valle del Aburrá 
hatos ganaderos y estancias dedicadas al cultivo. Algunas de estas ha-
ciendas poseían más de mil cabezas de ganado, otras tenían trapiches, 
capillas, salados, etc.

El punto culminante de este crecimiento agrario lo constituyó la fun-
dación de la Villa de Nuestra Señora de La Candelaria en el año de 
1675. En aquel momento en el Valle de Aburrá había algo más de 3.000 
habitantes dispersos desde el sitio de Aná hasta las tierras de Barbosa, 
al norte y hasta la tierra de Caldas, hacia el sur.

Para 1795, en la jurisdicción de Barbosa, el loboreo de minas, por su 
parte, posibilitó que la población aumentara a lo largo del río Porce y 
afluentes cercanos como el de Ovejas, ricos en aluvión y que permitie-
ran abundantes ganancias a quienes los explotaron. Sin embargo, otro 
sitio de interés como el paraje (hoy vereda) Graciano, contribuyó a que 
el Capitán Jerónimo de Lara estableciera la explotación de algunas mi-
nas y la construcción de una capilla en el mismo lugar.

Dos meses después el 25 de agosto de 1795, y dadas estas condi-
ciones, el Gobernador de la provincia de Antioquia, Don José Felipe 
Iriarte, decretó la fundación de una población en el sitio que hoy ocupa 
el municipio de Barbosa, en ese entonces denominado Llanos de Bar-
bosa.

A partir de la segunda mitad del siglo XIX, Barbosa asistió a los 
cambios significativos que ocurrieron en torno a la economía del Valle 
y demás poblados. Las políticas de desarrollo orientadas a mejorar la 
situación de aislamiento de la región mediante la introducción, tanto de 
nueva tecnología como del reconocimiento y apertura de caminos (so-
bre todo carreteras, iniciadas en 1870 para comunicar a Medellín con 
Barbosa en el sitio de Aguas Claras, y posteriormente en 1874 facilitó 
la comunicación con el Magdalena a través del Ferrocarril).

Para principios del siglo XX se empiezan a ver los efectos de la pri-
mera expansión industrial en el Valle de Aburrá por ende en Barbosa, 
como son: El flujo de inmigrantes como coyuntura de la construcción 
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del ferrocarril, además de las posibilidades de explotar directamente 
algunos recursos naturales. Esta última se quiso proteger con el Decre-
to Nacional 1756 de mayo 29 de 1947, por el cual se declaran como 
reserva agrícola un trayecto del río Medellín en el departamento de An-
tioquia, que en su artículo 1º dice: “desde la vigencia de este decreto no 
podrán explotarse, avisarse, denunciarse, adjudicarse otorgarse minas 
de aluvión en la zona que se determina a continuación ubicada en los 
municipios de Copacabana, Girardota y Barbosa del departamento de 
Antioquia, por estar dedicada a empresas agrícolas en forma que se 
presentan un factor primordial en la vida económica de la región...”. 
Sin embargo el cumplimiento de este decreto no ha sido posible, ya que 
la explotación incontrolada de gran parte de esta zona ha generado un 
deterioro casi irreversible.

El ferrocarril de Antioquia fue otro elemento que generó procesos de 
transformación tanto en torno a las estaciones al convertirlas en prós-
peras poblaciones, así como impulsó al sistema vial de carreteras en el 
departamento de Antioquia debido a necesidades de proveer adecuada-
mente la explotación de las subregiones.

La economía de Barbosa está basada en la agricultura con productos 
como la piña, las frutas, verduras, productos de pan coger, caña, café, 
cabuya, ganadería, avicultura, piscicultura, entre otros.

Mil cien establecimientos comerciales abiertos al público, 14 em-
presas, 2 empresas de transporte; una empresa de servicios públicos de 
energía, teléfono, alumbrado público, acueducto y alcantarillado; una 
empresa de aseo, 2 entidades bancarias una de ellas cooperativa; una 
cooperativa educativa, tres cooperativas de servicios, 122 fincas hote-
les, 4 centros recreativos, 30 microempresas, 7 instituciones educativas 
públicas urbanas y una privada, 40 centros educativos rurales, 2 coope-
rativas de transporte.

3. Marco normativo sobre el tema 
El Constituyente de 1991, incluyó en la Carta Política diversas nor-

mas que tratan de los entes municipales. De manera taxativa pueden ci-
tarse algunas disposiciones de rango constitucional como las señaladas 
en los siguientes artículos:

Artículo 2°. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los prin-
cipios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender 
la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar 
la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autorida-
des de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares.

Artículo 8°. Es obligación del Estado y de las personas proteger las 
riquezas culturales y naturales de la Nación.

Artículo 79, numeral 2. Es deber del Estado proteger la diversidad 
e integridad del ambiente, conservar áreas de especial importancia eco-
lógica y fomentar la educación para estos fines.

Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de 
los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su con-
servación, restauración o sustitución.

Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro am-
biental, imponer sanciones legales y exigir la reparación de los daños 
causados.

4. Marco normativo sobre presupuesto
Tal y como proponemos la redacción del proyecto de ley en sus di-

ferentes artículos en materia de gasto público y presupuesto, es jurídi-
camente viable puesto que la honorable Corte Constitucional en varias 
de sus sentencias ha sostenido que el Congreso puede aprobar leyes que 
comporten gasto público, siempre y cuando no consagren un mandato 
imperativo al ejecutivo y, por el contrario se utilicen términos como 
“autorízase al Gobierno Nacional”, redacción que se ajusta a las previ-
siones constitucionales.

En consecuencia, queda claro que en el proyecto no se le está dan-
do ninguna orden al Ejecutivo y por lo tanto, el texto encuentra pleno 

respaldo entre otras, en las siguientes Sentencias de la Corte Constitu-
cional: 

En Sentencia C-947 de 1999, la Corte manifestó:
• “Ahora bien, la Corte reitera lo dicho en varias de sus providencias 

en el sentido de que la Constitución de 1991 ha devuelto al Congreso 
la iniciativa en materia de gastos, y destaca que la inexequibilidad aquí 
declarada no modifica esa jurisprudencia ni recae sobre el uso que tal 
iniciativa en el gasto –particularmente de carácter social ha hecho un 
miembro del Congreso, sino que alude de manera muy específica al he-
cho de que, por la materia misma de las disposiciones contenidas en el 
proyecto (Art. 150, numeral 7, de la Constitución), las leyes correspon-
dientes como esta, “solo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa 
del Gobierno”, en los incontrovertibles términos del artículo 154 de la 
Constitución.

La Corte insiste en que las leyes que decretan gasto público en sí mis-
mas y aparte de otras exigencias constitucionales como la que en esta 
oportunidad se resalta (estructura de la Administración Nacional)– “no 
se encuentran constitucionalmente atadas a la iniciativa gubernamental 
y, por tanto, no resulta legítimo restringir la facultad del Congreso y 
de sus miembros, de proponer proyectos sobre las referidas materias” 
(Sentencia C-360 del 14 de agosto de 1996. M. P.: Doctor Eduardo Ci-
fuentes Muñoz)”.

Del mismo modo, en la Sentencia C-486 de 2002 se dijo:
“La Corte Constitucional ha analizado en desarrollo de su función 

de guardiana de la integridad y supremacía de la Carta Política (Art. 
241-8) diferentes proyectos de ley en los que el legislativo ha decreta-
do un gasto público, estableciendo varios criterios para el ejercicio del 
control de constitucionalidad sobre esa materia, que se reiteran en esta 
sentencia.

En efecto, de acuerdo con la Constitución, tanto el Gobierno como el 
Congreso de la República ejercen competencias en materia de gasto pú-
blico, las cuales han sido claramente definidas por esta Corte. Así, y en 
virtud del principio de legalidad del gasto, el Congreso es, en principio, 
el único facultado para decretar las erogaciones necesarias destinadas a 
la ejecución de proyecto inherente al Estado, atribución que sólo puede 
ejercer el Ejecutivo cuando actúa como legislador extraordinario duran-
te los estados de excepción. Por su parte la Carta reserva al Gobierno 
la potestad de incorporar o no en el presupuesto las partidas correspon-
dientes a tales gastos, y se le permite aceptar o rehusar modificaciones 
a sus propuestas de gastos y a su estimativo de rentas (artículos 349 y 
351) Corte Constitucional, Sentencia C-490 de 1994, C-360 de 1996, 
C-3424 de 1997, C-325 de 1997 y C-197 de 1998.

En cuanto a iniciativa legislativa se refiere, las leyes de presupuesto 
y las que contienen el Plan Nacional de Desarrollo e Inversiones son de 
iniciativa exclusiva del Gobierno Nacional (Art. 154 ídem). No sucede 
lo mismo con las leyes que decretan gastos públicos, pues respecto de 
ellas el Congreso y el Gobierno cuentan con las facultades para presen-
tarlas. Potestad que “no puede confundirse con la iniciativa para modi-
ficar partidas propuestas por el Gobierno en la ley anual de rentas y de 
apropiaciones, la cual si bien debe tener origen en el Gobierno y debe 
ser presentada al Congreso dentro de los primeros diez días de cada 
legislatura, de forma que una vez ordenado el gasto en ley previa, sólo 
pueda ejecutarse si es incluido en el respectivo presupuesto, según el 
inciso 2° del artículo 345 de la Carta. El ejecutivo por su parte conserva 
competencia para formular el Presupuesto Anual de Rentas y Gastos 
de la Nación que le atribuye el artículo 346 del mismo ordenamiento” 
Corte Constitucional, Sentencia C-195 de 1998.

Por lo anterior, esta Corporación ha señalado que, salvo las res-
tricciones constitucionales expresas, el Congreso puede aprobar leyes 
que comporten gasto público. Sin embargo, corresponde al Gobierno 
decidir si incluye o no en el respectivo proyecto de presupuesto esas 
erogaciones, por lo cual no puede el Congreso, al decretar un gasto, 
“ordenar traslados presupuestales para arbitrar los respectivos recursos. 
Corte Constitucional, Sentencia C-490 de 1994. Por ende, el escrutinio 
judicial para determinar si en este aspecto una ley es o no constitucional 
consiste en analizar si la respectiva norma consagra’ un mandato impe-
rativo dirigido al ejecutivo’, caso en el cual es inexequible’, o si por el 
contrario, se trata de una ley que se contrae a decretar un gasto público 
y, por lo tanto, a constituir un título jurídico suficiente –en los términos 
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de los artículos 345 y 346 de la Carta– para la eventual inclusión de la 
partida correspondiente, en la ley de presupuesto. Corte Constitucional, 
Sentencia C-360 de 1994, caso en el cual es perfectamente legítima. 
Corte Constitucional, Sentencia C-324 de 1997”.

En Sentencia 554 de 2005, hizo las siguientes precisiones:
“El gasto público es el empleo del dinero perteneciendo al Estado 

por parte de la Administración Pública.
Este tipo de gasto, para poder ser efectuado, debe ceñirse a lo esti-

pulado en la Constitución y la ley, es de acá, precisamente, de donde se 
deriva el principio de legalidad del gasto público.

Este principio está establecido en los artículos 345 y 346 de la Consti-
tución Política, relativo al presupuesto, según los cuales “corresponde al 
Congreso como órgano de representación plural, decretar y autorizar los 
gastos del Estado, pues ello se considera un mecanismo necesario de con-
trol al Ejecutivo y una expresión inevitable del principio democrático”.

Así las cosas, el Congreso puede determinar y autorizar gastos que deba 
realizar el Estado, no solo por cuanto es el órgano de representación popu-
lar sino igualmente por cuanto es un mecanismo de control del ejecutivo.

Esta posibilidad encuentra sustento en el numeral 11 del artículo 150 
Constitucional que establece que al Congreso corresponde “establecer 
las rentas nacionales y los gastos de la administración”, esto en concor-
dancia con el segundo inciso del artículo 345 ibídem, el cual indica que 
no se podrá hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle inclui-
do en el presupuesto de gastos, y el 346, inmediatamente siguiente, que 
afirma que no podrá hacerse ningún gasto público” que no haya sido 
decretado por el Congreso, por las Asambleas Departamentales, o por 
los Consejos Distritales o Municipales...”.

En el constitucionalismo colombiano, la legalidad del gasto opera en 
dos momentos diferenciados, pues en general las erogaciones no solo 
deben ser previamente decretadas por la ley (C. P. art. 346) sino que, 
además deben ser apropiadas por la Ley de Presupuesto (C. P. Art. 345) 
para poder ser efectivamente realizadas.

En este orden de ideas, no cabe duda que el Congreso cuenta con la 
posibilidad de decretar gastos públicos y aprobarlos en el Presupuesto 
General de la Nación.

La regla general en nuestro sistema constitucional es que el Congre-
so es quien tiene la iniciativa en materia de gasto público y excepcio-
nalmente el Gobierno Nacional. En efecto, las leyes obligan y las que 
ordenan gastos públicos también, de lo contrario quedaría su cumpli-
miento supeditado a la voluntad del gobernante de turno. En una de-
mocracia quien tiene la primacía es el órgano legislativo y así lo quiso 
el Constituyente de 1991 en materia de gasto público. Así las cosas, la 
generalidad es que el Gobierno Nacional dé comienzo a la ejecución del 
gasto en el presupuesto inmediatamente siguiente.

Por consiguiente, y en el presente caso, esta Corte encuentra que la 
ley “autoriza al Gobierno Nacional para incorporar dentro del Presu-
puesto General de la Nación correspondiente a próximas vigencias, las 
apropiaciones destinadas a la construcción de obras, en las sedes del 
Instituto Caro y Cuervo” (Fl. 38), dentro de dichas obras encontramos 
la señalada por el literal d) del artículo 2º objetado por el Gobierno.

En conclusión, el Congreso estaba facultado para decretar dicho gasto, 
con base en el principio de legalidad del gasto público; gasto este que 
debe incorporarse al presupuesto general de la Nación como lo determina 
el proyecto de ley, esto es entendido como autorización al Gobierno”.

5. Consideraciones de la ponencia
Artículo 1º. La Nación se asocia a la celebración de los 210 años de 

la fundación del municipio de Barbosa, en el departamento de Antio-
quia y rinde homenaje a sus primeros pobladores y a quienes les han 
dado lustre y brillo en sus años de existencia.

Artículo 2º. Autorícese al Gobierno Nacional para que en cumpli-
miento del artículo 102 de la Ley 715 de 2001, incluya dentro del Presu-
puesto General de la Nación, las partidas presupuestales para concurrir 
a la finalidad de las siguientes obras de utilidad pública y de interés 
social en el municipio de Barbosa en el departamento de Antioquia:

– Mantenimiento y conservación de la riqueza ambiental, hídrica, 
agrícola, turística y cultural por parte de las autoridades nacionales y 
departamentales.

Artículo 3º. Las autorizaciones de gastos otorgados al Gobierno Na-
cional en virtud de esta ley, se incorporarán en los Presupuestos Ge-
nerales de la Nación, de acuerdo con las normas orgánicas en materia 
presupuestal, en primer lugar, reasignando los recursos hoy existentes 
en cada órgano ejecutor, sin que ello implique un aumento del Presu-
puesto. Y en segundo lugar, de acuerdo con las disponibilidades que se 
produzcan en cada vigencia fiscal.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de la fecha de su promul-
gación.

Proposición
Por las anteriores consideraciones solicitamos a la plenaria del ho-

norable Senado de la República, dar segundo debate al Proyecto de ley 
número 295 de 2006 Senado, por medio de la cual la Nación se asocia 
a la celebración de los 210 años de la fundación del municipio de Bar-
bosa en el departamento de Antioquia y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,
Luis Fernando Duque García, Guillermo Gaviria Zapata, Senado-

res de la República.
Bogotá, D. C., 14 de marzo de 2007.
Autorizamos el presente informe de ponencia para segundo debate, 

sin modificaciones del Proyecto de ley número 295 de 2006 Senado, 
086 de 2005 Cámara, presentada por los honorables Senadores Luis 
Fernando Duque García y Guillermo Gaviria Zapata.

El Presidente,
Efraín Cepeda Sarabia.

El Secretario,
Alfredo Rocha Rojas.

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN COMISION 
CUARTA DE SENADO DE LA REPUBLICA AL PROYECTO DE 
LEY NUMERO 295 DE 2006 SENADO, 086 DE 2005 CAMARA

por medio de la cual la Nación se asocia a la celebración de los 210 
años de la fundación del municipio de Barbosa, en el departamento de 

Antioquia y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La Nación se asocia a la celebración de los 210 años de 

la fundación del municipio de Barbosa, en el departamento de Antio-
quia y rinde homenaje a sus primeros pobladores y a quienes les han 
dado lustre y brillo en sus años de existencia.

Artículo 2º. Autorícese al Gobierno Nacional para que en cumpli-
miento del artículo 102 de la Ley 715 de 2001, incluya dentro del Presu-
puesto General de la Nación las partidas presupuestales para concurrir a 
la finalidad de las siguientes obras de utilidad pública y de interés social 
en el municipio de Barbosa, en el departamento de Antioquia.

• Mantenimiento y conservación de la riqueza ambiental, hídrica, 
agrícola, turística y cultural por parte de las autoridades nacionales y 
departamentales.

Artículo 3º. Las autorizaciones de gastos otorgadas al Gobierno Na-
cional en virtud de esta ley, se incorporarán en los Presupuestos Ge-
nerales de la Nación, de acuerdo con las normas orgánicas en materia 
presupuestal, en primer lugar, reasignando los recursos hoy existentes 
en cada órgano ejecutor, sin que ello implique un aumento del presu-
puesto y en segundo lugar, de acuerdo con las disponibilidades que se 
produzcan en cada vigencia fiscal.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.
Bogotá, D. C., 5 de diciembre de 2006.
Luis Fernando Duque García, Guillermo Gaviria Zapata, Senado-

res Ponentes.
Autorizamos el presente texto aprobado en primer debate en Comi-

sión Cuarta de Senado del Proyecto de ley número 295 de 2006 Senado, 
086 de 2005 Cámara.

El Presidente,
Efraín Cepeda Sarabia.

El Secretario,
Alfredo Rocha Rojas.
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TEXTO REHECHO  AL PROYECTO DE LEY NUMERO 205 
DE 2004 CAMARA, 86 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se dicta la Ley de Teatro Colombiano,  
se crea el Fondo Nacional del Teatro y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 11 de abril de 2007
Doctor
ANGELINO LIZCANO RIVERA
Secretario General de la honorable Cámara de Representantes
E. S. D.
Respetado doctor:
Comedidamente le remitimos el texto rehecho del Proyecto de ley 

número 205 de 2004 Cámara, 86 de 2005 Senado, por medio de la 
cual se dicta la Ley de Teatro Colombiano, se crea el Fondo Nacional 
del Teatro y se dictan otras disposiciones, luego de revisar y suprimir 
los artículos y apartes declarados inexequibles por la honorable Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-856 de 2006.

Para los trámites legislativos pertinentes.
Cordialmente,
Venus Albeiro Silva Gómez, Representante a la Cámara por Bogotá; 

Pedro María Ramírez Ramírez, Representante a la Cámara por Cundi-
namarca; José Gerardo Piamba Castro, Representante a la Cámara por 
el Valle del Cauca.

TEXTO REHECHO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 205  
DE 2004 CAMARA, 86 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se dicta la Ley de Teatro Colombiano,  
se crea el Fondo Nacional del Teatro y se dictan otras disposiciones.

De conformidad con la Sentencia C-856 de 2006 proferida por la 
honorable Corte Constitucional

El Congreso de Colombia
DECRETA:

T I T U L O I
DE LA ACTIVIDAD TEATRAL

Artículo 1°. Objeto de la ley. La actividad teatral y escénica, por su 
contribución al afianzamiento de la cultura nacional, será objeto de la 
promoción y apoyo del Estado colombiano. 

Artículo 2°. Actividad teatral. Para los fines de la presente ley se 
considerará como actividad teatral o escénica a toda representación 
de un hecho dramático o cómico, manifestado artísticamente a través 
de distintos géneros creativos e interpretativos según las siguientes 
pautas: 

a) Que constituya un espectáculo público y sea llevado a cabo por 
trabajadores de teatro en forma directa, real, en tiempo presente y no a 
través de sus imágenes: 

b) Que refleje alguna de las modalidades teatrales existentes o que 
fueren creadas tales como la tragedia, comedia, sainete, musical, infan-
til, sala, calle, títeres, marionetas, expresión corporal, danza, improvi-
sación, pantomima, narración oral, lecturas dramáticas, infantil, mo-
nólogos, circo teatro y otras que posean carácter experimental creativo 
y dinámico o sean susceptibles de adaptarse en el futuro escénico del 
país; 

c) Que conforme una obra artística o escénica que implique la par-
ticipación real y directa de uno o más actores compartiendo un espacio 
común con sus espectadores. Asimismo, forman parte de las manifes-
taciones y actividad teatral las creaciones dramáticas, críticas, investi-
gaciones, documentaciones y enseñanzas afines al quehacer descrito en 
los incisos anteriores. 

Artículo 3°. Sujetos de la ley. Serán considerados como sujetos de 
esta ley quienes se desempeñen dentro de alguno de los siguientes 
roles: 

a) Quienes tengan relación directa con el público, en función de un 
hecho teatral o escénico en tiempo presente;

b) Quienes tengan relación directa con la realización, producción, 
técnica y logística artística del hecho teatral, aunque no con el público 
o con o sin relación directa con él;

c) Quienes indirectamente se vinculen con el hecho teatral sean pro-
ductores técnicos, investigadores, instructores, críticos o docentes de 
teatro o artes escénicas.

Artículo 4°. Atención y apoyo preferente. Gozarán de expresa y pre-
ferente apoyo y atención para el desarrollo de sus actividades las salas 
teatrales integrantes del Programa de Salas Concertadas del Ministerio 
de Cultura, que no superen las setecientas (700) localidades o butacas 
y que tengan la infraestructura logística y técnica necesaria para la pre-
sentación de las actividades teatrales o escénicas, como asimismo, los 
grupos de conformación estable o eventual que actúen en dichas salas o 
que presenten ante la autoridad competente una programación escénica 
continua específica. Para ellos se mantendrán políticas y regímenes de 
concertación permanente a salas teatrales concertadas a fin de propiciar 
y favorecer el desarrollo de la actividad teatral estable e independiente 
en todas sus formas, manifestaciones, tendrán un apoyo permanente 
para su funcionamiento idóneo.

Parágrafo 1°. Apoyar presupuestalmente, en infraestructura y equi-
pos (luces, sonido, etc.), de acuerdo con el Programa de Salas Con-
certadas del Ministerio de Cultura, que se viene desarrollando desde 
1990, el funcionamiento, la modernización técnica y locativa a las Salas 
teatrales concertadas.

Parágrafo 2°. Apoyo de las entidades territoriales a las Salas Con-
certadas que estén en el programa de Salas Concertadas del Ministerio 
de Cultura que podrán contar con la cofinanciación de los Municipios, 
Departamentos y Distritos Especiales.

Artículo 5°. Creación de redes. Para fortalecer, promulgar y promo-
ver las actividades teatrales o escénicas en sus diferentes modalidades 
descritas en el literal b) del artículo 2º se crearán las respectivas redes 
que las integren y faciliten su labor por área o modalidad escénica. 

Artículo 6°. Festival Nacional de Teatro. El Ministerio de Cultura 
impulsará y promoverá cada dos (2) años el Festival Nacional de Tea-
tro, el cual se realizará por modalidades escénicas, en los Municipios, 
Distritos y Departamentos de acuerdo con las redes por modalidades es-
cénicas existentes –ejemplo teatro de sala, teatro de calle, títeres, panto-
mima, narración oral, Danza Teatro, Teatro Infantil, etc.– para terminar 
en un gran festival nacional de todas las modalidades o áreas escénicas 
en una sola ciudad del país.

Parágrafo único. Las obras más destacadas del Festival Nacional de 
Teatro se promoverán en giras nacionales e internacionales y a otros 
festivales de trayectoria, como reconocimiento a su trabajo grupal y a 
su actividad teatral sobresaliente.

Artículo 7°. Estrenos de obras. Para sostenimiento y actualización 
de la actividad teatral, los grupos teatrales objeto de esta ley deberán es-
trenar y poner en escena nuevos montajes u obras mínimo cada dos (2) 
años, para impulsar la producción teatral escénica nacional y ser objeto 
de los apoyos, incentivos o subvenciones que esta ley disponga.

Artículo 8°. Se concederán los beneficios de la presente ley a los 
montajes teatrales que promuevan los valores de la cultura colombiana 
e impulsen la paz y convivencia dentro del ámbito universal, así como 
aquellos emergentes de cooperación o convenios internacionales donde 
participe la Nación. Se prestará atención preferente a las obras teatrales 
de autores nacionales y a los grupos teatrales que las monten, las pon-
gan en las “tablas” o escena. 

Artículo 9°. Día Nacional del Teatro. Celébrese el 27 de marzo el día 
del teatro como está establecido a nivel mundial, desde hace muchos 
años.

Artículo 10. Escuela Nacional de Arte Dramático. Para el desarrollo 
del teatro y las artes escénicas, la Escuela Nacional de Arte Dramático.

Parágrafo 1°. Dentro de los objetivos de la Escuela Nacional de Arte 
Dramático promoverá la investigación y la crítica relacionado con el 
teatro y las artes escénicas.

T E X T O   R E H E C H O
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Artículo 11. Competencia. El organismo competente reglamentará 
y efectivizará las contribuciones a los montajes, estímulos y manteni-
miento en escena de las actividades teatrales objeto de la promoción, 
funcionamiento y apoyo que establece esta ley. Igual criterio se adopta-
rá para el mantenimiento y desarrollo de las salas teatrales del Progra-
ma de Concertación Nacional. 

Parágrafo 1°. El Estado a través del organismo competente u otras 
instituciones, apoyará las actividades de todos los actores y grupos de 
teatro.

T I T U L O II
FONDO NACIONAL DEL TEATRO Y LAS ARTES ESCENICAS

CAPITULO I
Creación y atribuciones

Artículo 12. Créase la Red Nacional de Apoyo a las actividades tea-
trales y de las artes escénicas. Esta Red estará conformada por todas las 
entidades públicas y organizaciones reconocidas dedicadas al Teatro y 
Artes Escénicas.

Artículo 13. Atribuciones. Para el cumplimiento de los fines del ar-
tículo anterior de la presente ley el Gobierno Nacional creará un Fondo 
y determinará las fuentes para proveer sus recursos.

T I T U L O III
INCENTIVOS Y PROMOCION DE LA ACTIVIDAD TEATRAL

Y ESCENICA EN COLOMBIA
Artículo 14. Promoción y educación. El Ministerio de Educación Na-

cional promocionará dentro de los programas académicos de los estudios 
de enseñanza primaria y media la cátedra escolar de Teatro y Artes Escé-
nicas, orientada a que los niños y niñas y los jóvenes se apropien de esta 
actividad, conserven la cultura nacional y adopten desde la formación 
artística nuevas visiones de mundo y se formen como líderes sociales y 
comunitarios para el futuro del teatro y las artes escénicas colombianas.

De la misma manera el Ministerio de Educación establecerá progra-
mas de presentaciones de obras de teatro en las escuelas y colegios de 
manera permanente.

Las instituciones públicas cuyo objeto sea el otorgamiento de crédi-
tos educativos, desarrollarán programas especiales para el otorgamiento 
de becas a nivel nacional e internacional y créditos a actores y actrices 
que hayan obtenido los reconocimientos definidos en el literal anterior, 
los cuales se harán extensivos a los hijos, cónyuge o compañero(a) per-
manente de los beneficiarios de esta ley.

Parágrafo 1°. Se otorga al Ministerio de Educación el término de un 
(1) año para que implemente la cátedra definida en el inciso uno de este 
artículo a partir de la vigencia de la presente ley.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Educación promocionará, fortalecerá 
y promoverá en el sector público como en el privado las escuelas de 
Formación teatral.

Artículo 15. Estímulos sociales. Las personas pertenecientes a los 
grupos de teatro en sus diferentes modalidades, que a partir de la vi-
gencia de la presente ley, reciban el reconocimiento en festivales na-
cionales, internacionales y mundiales, reconocidos por el Ministerio de 
Cultura individualmente o por grupos, tendrán derecho a los siguientes 
estímulos.

Seguro de Vida e Invalidez.
Seguridad Social en Salud.
Auxilio Funerario (a través de empresas de economía solidaria).
Estos estímulos se harán efectivos a partir del reconocimiento obte-

nido y durante el término que se mantenga como titular del mismo. Para 
acceder a ellos el titular deberá demostrar ingresos laborales inferiores 
a tres (3) salarios mínimos legales vigentes (smlv) o ingresos familiares 
inferiores a seis (6) salarios mínimos legales vigentes (smlv).

Artículo 16. Reconocimiento a la labor. Como reconocimiento a su 
labor reconózcase con un apoyo financiero permanente a los festivales 
de teatro: Festival Latinoamericano de Teatro de Manizales, Festival 
Iberoamericano de Teatro de Bogotá, Festival Artístico Nacional e In-
ternacional de Cultura Popular Invasión Cultural a Bosa, Festival Inter-
nacional de Teatro del Caribe de Santa Marta, Semana de la Cultura en 
Tunja, entre otros, con más de quince (15) años de permanencia y un 
reconocido impacto nacional e internacional en su programación.

Artículo 17. Vigencia. La presente ley rige a partir de su aprobación, 
sanción y publicación.

* * *
NOTA ACLARATORIA

Bogotá, D. C., 23 de abril de 2007
Señor
JHONNY FORTIS
Jefe Sección de Leyes
Senado de la República
Referencia: Solicitud nota aclaratoria.
Estimado señor:
Dentro del orden del día de la Comisión Primera del Senado progra-

mada para el miércoles 25 de abril de 2007, se incluyó la Audiencia Pú-
blica sobre el Proyecto de Acto Legislativo número 21 de 2007, el cual 
fue publicado en la Gaceta del Congreso número 89 del mismo año.

En esta publicación figuro como si hubiera suscrito en calidad de 
autora del proyecto. Sin embargo, no soy autora de tal iniciativa como 
consta en el documento original en el que aparece mi nombre pero no 
mi firma.

Por esta razón, atentamente le solicito dirigir una comunicación a la 
Imprenta Nacional con el fin de que elaboren una nota aclaratoria en 
donde se deje constancia al respecto.

Cordialmente,
Gina María Parody D’Echeona.
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